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MESA INTERINSTITUCIONAL DE TRABAJO SOBRE 
MUJERES PRIVADAS DE LIBERTAD 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 2 de junio de 2011 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señora Representante Daniela Payssé. 
MIEMBROS: — Señoras y señores Representantes Mario García, María Elena Laurnaga y Luis Puig. 


INVITADAS: Por la Mesa Interinstitucional de Trabajo sobre Mujeres Privadas de Libertad, doctoras 
Ana Lima (CLADEM), Silvia Laino (Defensoría Pública Poder Juidicial), Susana Falca 
(UNICEF), Mariela Gilet (Comisionado Parlamentario); licenciadas Nelmis Rodríguez 
(IND- SND), Adriana Zorrón (Secretaria de la Mujer Intendencia de Montevideo), Sonia 
Gongalves (INR Patronato Nacional) y señoras Patricia Peralta (Patronato Nacional) y 
Serrana Mesa (RUDA), Coordinadora Mesa de Trabajo sobre Mujeres Privadas de 
Libertad). 


SEÑORA PRESIDENTA (Payssé).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


En primer lugar, vamos a postergar la consideración del primer punto del orden del día referente a la elección 
de Vicepresidente, porque carecemos de quórum para proceder a la votación. 


(Ingresa a Sala una delegación de la Mesa de Trabajo sobre Mujeres Privadas de Libertad) 
——— Buenos días a todas y a todos. 


La Comisión de Género y Equidad tiene mucho gusto en recibir a la Mesa de Trabajo sobre Mujeres Privadas 
de Libertad, integrado por la doctora Ana Lima, de CLADEM; la licenciada Nelmis Rodríguez, JIND/SND); la 
Comisaria Margarita Hermida, del INR, Directora del Establecimiento Cabildo; doctora Silvia Laino, de la 
Defensoría Pública; la doctora Susana Falca, de UNICEF; la doctora Mariela Gilet, Comisionado 
Parlamentario; la licenciada Adriana Zorrón, Secretaría de la Mujer de la Intendencia de Montevideo; la 
señora Serrana Mesa, de RUDA, coordinadora de la Mesa de Trabajo sobre Mujeres Privadas de Libertad, y 
la señora Patricia Peralta, del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados. 


Me consta que este grupo viene trabajando desde hace tiempo en una tarea, a veces, silenciosa, pero 
constructiva, que ha tenido algunas actividades públicas en este Parlamento el año pasado hicimos un 
seminario y, de alguna manera, está concitando más adhesiones. 


Ustedes saben que me toca integrar esta Mesa por el Parlamento, y, muchas veces, no lo hago en forma 
personal, sino que lo hace mi Secretaría, pero el trabajo que ustedes realizan es de suma importancia, y nos 


pareció bueno que en esta Comisión tuviéramos la oportunidad de conocerlo para ayudar en una cantidad de 
cosas que no se conocen o que ustedes puedan sugerir. 


SEÑORA MESA.- Soy integrante de la ONG llamada Red Uruguaya de Autonomías RUDA, y desde 
2008 coordino la Mesa de Trabajo sobre Mujeres Privadas de Libertad. 


En primer lugar, agradezco la convocatoria, este espacio que nos brindan y la intención de conocer más 
acerca del trabajo de la Mesa. Lo que más nos interesa es la situación de las mujeres privadas de libertad, y 
por eso hemos llevado y llevaremos adelante acciones para tratar de mejorar sus condiciones. 


Voy a mostrar un "power point" para guiar la presentación y para que se vuelva más visible. 


La Mesa estuvo presente en esta Comisión en 2007; algunos integrantes de esa época siguen, y otros, han 
cambiado, por lo que corresponde presentarla. Se trata de una instancia de diálogo, de intercambio, de trabajo 
conjunto, un espacio de articulación, que a junio de 2011 está integrada por la Asesoría en Asuntos 
Penitenciarios del Ministerio del Interior: la Bancada Bicameral Femenina; ASSE; CLADEM; el 
Comisionado Parlamentario: la Comisión de Género y Equidad; la Defensoría de Oficio del Poder Judicial; la 
Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura; la Asesoría en Asuntos 
Penitenciarios y Género de la Dirección Nacional de Cárceles; la División de Género de la Intendencia de 
Canelones; la División de Políticas de Género del Ministerio del Interior; la Facultad de Psicología; el 
INACRI; el INAU; el INJU; INMUJERES; el Observatorio de Políticas Públicas de Derechos Humanos del 
MERCOSUR; ONU Mujeres; el Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados; el Programa de Salud y 
Género del Ministerio de Salud Pública tiene una nueva denominación, que creo que ni el propio Ministerio 
la tiene clara, RUDA, la Secretaría de la Mujer de la Intendencia de Montevideo y la Junta Nacional de 
Drogas. 


Como se puede apreciar, la Mesa es un espacio de articulación e intercambio entre organizaciones de la 
sociedad civil, el Estado y la academia. Fue fundada entre los años 2005 y 2006, y en 2010 se redefinieron 
sus objetivos. 


Los objetivos generales son: contribuir a mejorar las condiciones de reclusión de las mujeres privadas de 
libertad, en consonancia con las normativas y tratados internacionales que ha firmado Uruguay en relación a 
los derechos humanos, los derechos de la población privada de libertad y los derechos de las mujeres, así 
como formular propuestas dirigidas a ampliar las posibilidades de inclusión social de las mujeres luego de su 
liberación provisional o definitiva. Nuestra población objetivo son tanto las mujeres privadas de libertad, 
como las liberadas del sistema carcelario. 


Entre los objetivos específicos, están: hacer visible la situación de las mujeres privadas de libertad, que 
permanece invisible frente a la situación de los hombres privados de libertad; cuando se habla de sistema 
carcelario o de personas privadas de libertad, se piensa en el modelo masculino y no en las mujeres; 
promover la articulación y el trabajo entre las distintas organizaciones para lograr los objetivos de la Mesa y 
los de derechos humanos, que van mucho más allá de aquellos; proponer a los organismos la capacitación del 
personal penitenciario, realizándolas desde la propia Mesa; proponer y realizar estudios e investigaciones que 
permitan conocer con mayor profundidad la situación de las mujeres privadas de libertad, y Proponer e 
implementar programas de capacitación y desarrollo a las propias mujeres privadas de libertad. 


Antes de venir, estuve leyendo la versión taquigráfica de la reunión realizada el 21 de junio de 2007, y quedó 
de manifiesto que la situación de las mujeres privadas de libertad no ha cambiado demasiado. Los nudos 
problemáticos planteados en ese momento siguen siendo los mismos. En una visión un poco panorámica, 
vemos que sí ha habido algunos movimientos, pero, si se aleja la mirada, la situación sigue más o menos 
igual con respecto a los problemas de las mujeres. 


En otros aspectos, sí ha habido cambios, como, por ejemplo, en el enorme crecimiento de la población 
reclusa femenina, que, en estos momentos supera las 700 mujeres, mientras que en 2006, cuando se realizó 
por parte de la Mesa el diagnóstico de la situación de las mujeres privadas de libertad en Uruguay, había 370. 


Estamos en un momento de profundos cambios en lo institucional, en la arquitectura de las instituciones, en 
los distintos agentes que tienen competencia sobre las personas privadas de libertad. Estamos en un cambio 


de modelo, de paradigma. Estamos en un momento de lucha entre distintos paradigmas o modelos sobre 
cuestiones muy profundas que tienen que ver con las personas privadas de libertad. Como toda etapa de 
transición, es compleja, y la Mesa tiene una enorme responsabilidad; creo que, en este ámbito, está muy claro 
que el tema de las mujeres siempre queda relegado frente al supuesto neutro masculino, haciéndose invisibles 
las particularidades y necesidades específicas. 


Entonces, este es un momento fermental y altamente complejo para identificar los espacios, los actores y 
actrices con quienes mantener un diálogo, que son los que tienen la capacidad de tomar decisiones 
fundamentales. Por eso, la presencia en esta Comisión nos resulta muy importante, porque este parece un 
espacio menos caótico y más estable que otros con los cuales la Mesa trabaja. 


Nuestra idea era presentar cuáles han sido las acciones y las líneas de trabajo de la Mesa en el último año y 
medio. Hemos tratado de acompasarnos a la realidad que estamos viviendo. Hay un proceso de cambio en lo 
que tiene que ver con el personal penitenciario. Actualmente, se está pasando a un modelo de personal civil. 
Hemos trabajado en la Escuela Penitenciaria específicamente, y también con personal penitenciario ya en 
actividad, en un proceso casi inédito y muy sacrificado. 


En ese sentido, tengo una visión muy positiva de lo importante que ha sido introducir dentro de la currícula 
de la Escuela Penitenciaria temas como género y derechos, violencia doméstica y salud sexual y 
reproductiva. Fue muy sacrificado, pero también altamente satisfactorio; como persona, me enriqueció 
mucho. En el tratamiento de esos temas, se puede hablar de una sensibilización de las personas que 
participaron de las capacitaciones, y creo que es un punto importante. Para ellos y ellas, fue muy importante. 
Fueron momentos muy buenos. 


Otro tema es que, en este último año y medio, el rol de la Mesa se ha fortalecido, la experticia que se ha 
acumulado en estos años está teniendo un reconocimiento, y hemos recibido invitaciones a participar en una 
serie de eventos y acciones, tanto desde lo estatal, como en espacios de trabajo interinstitucional. 


Por otro lado, la Mesa se ha convertido en una interlocutora legitimada desde la Dirección del Instituto 
Nacional de Rehabilitación. Nosotros nos reunimos mensualmente en plenarias si es necesario realizar más 
reuniones, las llevamos a cabo y también hacemos trabajos en subgrupos. En esos ámbitos hemos contado 
con la presencia de integrantes de la Dirección del Instituto Nacional de Rehabilitación, que han venido a 
comunicarnos cambios y a consultarnos sobre algunos temas vinculados a mujeres. 


Otro aspecto a destacar es el número de participantes de la Mesa, el cual ha aumentado. Contamos, sobre 
todo, con participantes que provienen de distintas instituciones del Estado ya que, como todos sabemos, la 
sociedad civil en Uruguay está un poco "achicadita". Sin embargo, el Estado esta asumiendo un rol mayor en 
cuanto a las personas privadas de libertad y se están diversificando las instituciones que están empezando a 
concebir que estas personas, principalmente las mujeres, no pertenecen al Ministerio del Interior, sino que 
son seres humanos que tienen las mismas necesidades y aspectos que cualquiera de nosotros, ya que todos 
podemos convertirnos en una persona privada de libertad. 


(Ingresa a Sala la señora Sonia Gongalves, integrante del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados) 


——-A continuación, quisiéramos mostrarles algunas fotos tomadas en las capacitaciones; nosotros 
realizamos capacitaciones en la escuela penitenciaria a tres grupos. En la foto que estamos observando está el 
primer grupo, el cual estaba conformado con aproximadamente ciento cuarenta personas. 


En la siguiente foto vemos una instancia de trabajo sobre salud sexual, reproductiva y cuerpo. En esa 
oportunidad realizamos una jornada en Solymar en el Parque Policial. En esa oportunidad se consiguió el 
apoyo de CUTCSA para trasladar a los estudiantes desde el COMCAR y, en realidad, pasamos una jornada 
muy linda porque el espacio tiene mucho verde. 


En esta foto estamos todos los estudiantes, y en la parte de abajo tipo cuadro de fútbol están las docentes 


En la siguiente foto figura el segundo grupo de trabajo, que se llevó en la Escuela Penitenciaria del 
COMCAR. Y en la imagen que observamos en este momento está el tercer grupo de trabajo, que estuvo 
conformado por catorce varones, aunque en los otros grupos había mujeres. Quise mostrar estas fotos porque 
es muy interesante ver lo que están haciendo. Aquí vemos que se está llevando a cabo un juego de roles sobre 


situaciones de violencia doméstica. Como podrán observar, están representando al agresor, a la agredida y al 
Juez. En realidad, fue una instancia de trabajo increíble. 


Sería bueno que las demás compañeras integrantes de la delegación hicieran uso de la palabra para ampliar 
algunos aspectos, pero antes quisiera decir que el jueves pasado realizamos una jornada de planificación 
estratégica para el resto del año. En esta instancia intentamos definir los puntos sobre los que vamos a 
trabajar. Cabe destacar que contamos con el apoyo de ONU Mujeres, que además de humano ya que tenemos 
una representante en la Mesa también es económico. En esa jornada de trabajo también tratamos de definir en 
qué íbamos a utilizar ese apoyo. 


A continuación, voy a referirme a los cinco puntos que se plantearon en esa jornada de trabajo. El primero de 
ellos es continuar con el fortalecimiento del rol de la Mesa de Trabajo sobre Mujeres Privadas de Libertad, a 
efectos de seguir incidiendo con este tema en las políticas a llevar a cabo y en los distintos espacios 
vinculados a la privación de libertad. El siguiente refiere a continuar con el fortalecimiento de la articulación 
entre la Mesa y los actores claves que tengan que ver con la temática. También acordamos trabajar en el 
diseño y dictado de talleres y capacitación para personal penitenciario de mujeres privadas de libertad. Vamos 
a seguir trabajando en esa línea porque en la Mesa existe un firme convencimiento, más allá de la necesidad 
estatal, de capacitar a este nuevo personal que está entrando, de que el personal penitenciario que está en 
contacto día a día con las mujeres privadas de libertad con los hombres también es el que puede incidir, para 
bien o para mal, en la vivencia de esa reclusión y en la preparación para la salida. El personal penitenciario 
ha sido el gran olvidado, tanto desde el punto de vista de su rol como de su profesión. Por tanto, creemos que 
es fundamental que se lo tenga en cuenta. 


El siguiente punto acordado refiere a desarrollar componentes socioeducativos y laborales para las mujeres 
privadas de libertad. Estamos trabajando en ese tema con el Patronato, y en la Mesa tenemos un subgrupo de 
trabajo que está dedicado específicamente a ese tema. Y el último punto refiere de esto se van a ocupar las 
doctoras Falca y Laino; yo soy bastante ignorante en este aspecto al artículo 29 de la Ley N* 14.470, que 
establece hasta qué edad los niños pueden permanecen en prisión con sus madres; pero también vamos a 
trabajar en las medidas alternativas a la prisión y en la prisión preventiva. 


SEÑORA LAINO.- Como explicaba la señora Mesa, uno de las formas de trabajo de la Mesa es a 
través de subgrupos. Uno de ellos está conformado desde el año 2009 y está integrado por varios 
actores de la Mesa algunos estamos presentes y otros no, del Patronato, de UNICEF, el INAU, la 
Defensoría de Oficio y el Ministerio del Interior. En este grupo se realizó un trabajo de interrelación y 
cooperación para tratar de abordar la problemática de las mujeres privadas de libertad y de las 
mujeres en esta situación con niños a cargo. Esos son los dos objetivos de este trabajo. 


El trabajo de este subgrupo que tuvo muchos aportes y variantes desembocó en un proyecto que tiende a 
modificar la situación legal que prevé el artículo 29 de la Ley N* 14.470, que establece hasta qué edad los 
niños pueden estar con sus madres dentro del establecimiento. Dicho proyecto también refiere a la situación 
de las mujeres que son privadas de su libertad y tienen niños a cargo o cursan un embarazo. 


Ese anteproyecto tiene un dossier enviado por Marisa Lindner, que refiere a estos aspectos. Concretamente se 
trata de la reforma del artículo 29, que refiere a la edad de los niños y que establece como límite los cuatro 
años de edad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿A cuál artículo 29 se están refiriendo? 


SEÑORA LAINO.- Al artículo 29 del Decreto Ley _N* 14.470 que refiere a la edad de los niños que 
pueden permanecer con sus madres. 


Nosotros proponemos el abatimiento de la edad y establecemos el proceso que se debe llevar a cabo para que 
los niños puedan salir del establecimiento cuando están a cargo de sus mamás. 


El anteproyecto también refiere a la ampliación del elenco de las excepciones a la prisión preventiva con 
relación a la mujer. 


SEÑORA FALCA.- Básicamente este anteproyecto pretende armonizar la normativa nacional con la 
internacional contemplando los derechos de las mujeres con hijos y embarazadas, y los derechos de los 
niños en establecimientos penitenciarios. 


A mi juicio, el anteproyecto de ley está dividido en tres grandes aspectos. 


Antes que nada lo que se pretende es evitar el ingreso a la prisión preventiva de la mujer embarazada, de la 
mujer con niños a cargo o de la mujer con hijos a cargo, que no es lo mismo. Quiero aclarar que el 
anteproyeto de ley contempla a la mujer que está a cargo de niños que no son sus hijos y de sus hijos. A su 
vez también contempla la situación de las mujeres que están a cargo de personas con algún grado de 
discapacidad y que, llegado el caso, puedan acreditar fehacientemente ante la sede penal la tenencia y que el 
discapacitado estaba a su cuidado por lo menos en el último año antes de la comisión del ilícito. Básicamente 
esta es la ampliación que proponemos al artículo 71 del Código del Proceso Penal, agregando los literales D), 
E) y F) que acabo de mencionar. 


También está previsto que el Juez determine el arresto domiciliario de las mujeres que se encuentran en las 
condiciones que mencioné, cuando no se trate de un delito que amerite la pena de penitenciaría. En estos 
casos procede que el Juez aplique medidas alternativas a la prisión, que puede ser arresto domiciliario o 
algunas de las que están previstas en la ley de penas alternativas. 


Otro gran aspecto que prevé este anteproyecto es que, cuando proceda la privación de libertad de la mujer, 
que está en estas condiciones porque cometió un delito que amerita la pena de penitenciaría, se aplique con 
determinadas condiciones. 


Además, en el anteproyecto están previstas las condiciones en las que un niño debe ingresar a la cárcel 
cuando está a cargo de su madre. La mujer tiene que manifestar ante el Juez de la causa su deseo de que el 
niño permanezca con ella en el establecimiento penitenciario; los niños deben ser menores de tres años al 
momento del procesamiento y el establecimiento debe garantizar las condiciones necesarias y dignas para 
que la mamá y su hijo puedan permanecer allí. En el anteproyecto plasmamos una fórmula que establece que 
las madres deben estar en un entorno apto para su desarrollo y satisfacción de sus necesidades básicas. 
Sabemos que un establecimiento penitenciario nunca puede ser un entorno apto para criar un niño, pero se 
deben asegurar las condiciones básicas para garantizar una permanencia digna dentro del lugar. 


En cuanto a la mujer embarazada, debo decir que puede suceder es una hipótesis que no desechamos porque 
ocurre que durante el encierro la mujer quede embarazada. En esos casos el anteproyecto prevé que la mujer 
pueda estar bajo el régimen de arresto domiciliario durante los últimos tres meses de gravidez y los primeros 
tres meses de lactancia. Para estos casos el anteproyecto establece que es necesario un informe del Instituto 
Técnico Forense. 


También creo que vale la pena mencionar el límite de edad que se establece para la permanencia de los niños 
en los establecimientos carcelarios, que no puede superar los cuatro años de edad. 


Asimismo, en el anteproyecto se establece un procedimiento para que, previo a que el niño cumpla los cuatro 
años de edad, se pueda trabajar el egreso para ser reintegrado a su familia si la mamá debe permanecer en el 
establecimiento penitenciario. En el caso de que no exista familia que se haga cargo del niño, se establece 
que se dé cuenta al Juzgado Letrado de Familia a los efectos de que controle el proceso de transición para el 
egreso del establecimiento penitenciario y decida cuál será el destino del niño. La idea es que los niños 
permanezcan el menor tiempo posible en los establecimientos carcelarios, porque tanto los derechos del niño 
como los de la madre se ven afectados por las condiciones de encierro, por más dignas que sean. 


Entonces, pensamos que con este anteproyecto se puede superar la tensión que genera el hecho de tener que 
garantizar al niño el derecho de permanecer con la madre, que es tan necesario a una edad temprana, y el 
derecho de la mamá a permanecer con su hijo privilegiando, como se hace en otros países de la región 
Colombia, Argentina, Bolivia, Paraguay la previsión expresa del arresto domiciliario de la mujer embarazada 
o con hijos a cargo y el mínimo de permanencia de los niños con sus madres en los establecimientos 
carcelarios. En algunas legislaciones como la de Colombia se va más allá y también está previsto este 
derecho para los hombres que son padres y que permanecen en establecimientos carcelarios. Pienso que 
nosotros vamos a profundizar en este aspecto mucho antes de lo que creemos. 


Este es básicamente el contenido del anteproyecto en el que esta Mesa trabajó durante los años 2008 y 2009. 


SEÑORA LAINO.- Cuando culminamos el trabajo consultamos acerca de estos puntos al Instituto de 
Derecho Penal, al Instituto de Derecho Procesal, a la Suprema Corte de Justicia, a través del doctor 
Pérez Manrique, Ministro de Tribunal, y también a la doctora Porta, de la Facultad de Derecho, que 
trabaja con mujeres privadas de libertad. 


Sus opiniones figuran en un documento que queremos adjuntar al dossier que ya entregamos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pedimos que nos alcancen ese dossier y el anteproyecto actualizado, habida 
cuenta de que estamos en el año 2011 y la Comisión tiene una integración diferente. 


SEÑORA LIMA.- Como integrante de la Mesa de Mujeres Privadas de Libertad, quiero hacer algunos 
aportes que tienen que ver con algunos nudos, aprovechando que estamos en una Comisión 
parlamentaria que es el lugar ideal para que se tenga en cuenta. 


Con todo respeto quiero bajar el planteo a la realidad jurisdiccional, porque la integré y veo cómo funciona. 
En primer lugar, como toda ley, hay que pensar en su implementación y aplicación, porque si no podría tener 
serios problemas, y la señora Diputada Payssé sabe de lo que hablo porque es una experta en la materia. 


Por supuesto, participo y apoyo la aplicación de medidas alternativas, que plantea la Mesa. Hay que tener en 
cuenta aquellos casos en los que las mujeres procesadas tengan antecedentes. De acuerdo con nuestro 
Derecho positivo, si existen antecedentes esto es si hay un procesamiento anterior o lo que en la jerga se 
llama "causa abierta", sí o sí, el procesamiento es con prisión. 


En segundo término, junto con el artículo 29 de la Ley N* 14.470 que regula las condiciones de reclusión, 
pero que no puede hacerlo fuera de la normativa internacional o sin armonizar con ella, hay que tener en 
cuenta la aplicación de la ley conocida como de humanización carcelaria, que prevé que en los últimos meses 
de gestación y primeros de lactancia se sustituya la prisión carcelaria por la domiciliaria o medidas 
alternativas. Por otra parte, nada impediría su aplicación, porque el Código del Proceso Penal de 1986 
contiene disposiciones que, aplicadas e interpretadas de acuerdo con la normativa internacional de derechos 
humanos, lo permitirían. Sin embargo, no se aplica, y el Comisionado Parlamentario ya en sus informes de 
2006 y 2007 estableció, con total respaldo de la realidad, que esa normativa no se aplica. Por lo tanto, hay 
que tener en cuenta este aspecto. 


Lo que pide el Poder Judicial, los Jueces y Juezas en materia penal y menores infractores en este caso la 
oficina del Comisionado podrá apoyarlo es un control adecuado, es decir, no van a aplicar la ley mientras no 
se sepa que esa mujer no se va a fugar. O sea, hay que pensar en el control adecuado. 


Creo que hay que pensar que el Instituto Nacional de Criminología, que integra el Ministerio del Interior y 
tiene a su cargo, precisamente, la criminología, también puede apoyar o hacer el trabajo que le compete por 
ley. Por eso, debe pensarse en el fortalecimiento, capacitación, sensibilización y adecuación a estos cambios 
del Instituto Nacional de Criminología para no recargar al Instituto Técnico Forense. 


Además, sería cuidadosa con la intervención de los Juzgados de Familia, porque en la situación de hijos e 
hijas de mujeres privadas de libertad, encarceladas o a punto de ser excarceladas, no veo dónde está su 
competencia. Planteo esto para pensar y dar herramientas. Tendrían competencia los Juzgados especializados 
de violencia doméstica por las medidas de urgencia, pero somos muy pocos y pocas y no hay equipos. Esto lo 
planteo, por supuesto, para apoyar el proyecto, pero desde la realidad tribunalicia y carcelaria, porque 
después se nos puede complicar la situación. 


SEÑORA HERMIDA.- Como Directora del Establecimiento Correccional y de Detención para 
Mujeres cargo en el que tuve el honor de haber sido designada nuevamente hace treinta días, porque 
hace un año y medio estaba ocupando el cargo de Asesora en Asuntos Penitenciarios y Género en la 
Dirección Nacional de Cárceles y Coordinadora Ejecutiva, quisiera dar un pantallazo de la situación 
de las mujeres privadas de libertad, no solo en Montevideo sino también del interior, y en ese sentido 


acabo de entregar un relevamiento al mes de mayo de este año de las reclusas del interior. En este 
sentido, existe una situación de gran inequidad entre el interior y Montevideo. 


En el comienzo de la historia de nuestro país las mujeres privadas de libertad se encontraban recluidas en el 
sótano del Cabildo de Montevideo y en el sótano de la cárcel de hombres de Miguelete. Por eso, se pidió a la 
Congregación del Buen Pastor, que ya trabajaba con mujeres privadas de libertad en Argentina, Chile y 
Paraguay, que también se hicieran cargo de las mujeres de nuestro país, a lo que accede la Congregación, y el 
12 de noviembre de 1898 se crea el actual Establecimiento Correccional y de Detención para Mujeres. Es 
decir, la mayoría de las mujeres privadas de libertad de Montevideo por ciento doce años no tuvieron otra 
opción que los muros de este centro penitenciario, a diferencia del sistema penitenciario uruguayo para 
hombres, que es progresivo, por etapas, con establecimientos completamente diferenciados, que van de una 
etapa de máxima, media a mínima seguridad y granjas abiertas. 


En Montevideo, recién en 2008, después de una experiencia traída de Estados Unidos, se pudo crear e 
inaugurar la Casa de Medio Camino, y el año pasado pudimos inaugurar el Hogar Materno Infantil, la Unidad 
Penitenciaria "El Molino", que es sumamente pequeña, ya que solo tiene cupo para treinta mujeres con sus 
respectivos niños. Por lo tanto, si cumplimos el artículo 29 de la Ley N” 14.470 tendrían los mismos derechos 
casi cuatrocientos niños más, hijos de reclusas privadas libertad, cuyas edades oscilan entre uno y cuatro 
años. 


Esta situación y este beneficio solo lo tienen las mujeres de Montevideo; las que se encuentran recluidas en el 
resto del país, están en una pequeña habitación anexa a las cárceles de hombres. Inclusive, en las 
inauguraciones de los nuevos centros penitenciarios masculinos, no se tuvo en cuenta la situación de las 
mujeres. Este es un tema que también nos tiene que preocupar, porque, en este anteproyecto que es 
sumamente importante, hay aspectos como las infraestructuras actuales, a las que tampoco vamos a poder dar 
respuesta. 


Acabo de venir de la República Argentina, de capacitarme en la unidad penitenciaria de madres con niños, la 
Unidad 31, en la que se están aplicando las medidas sustitutivas a la prisión, y casi el 50% de estas madres 
recluidas con sus niños pasaron a reclusión domiciliaria en aplicación del instrumento internacional fijado 
por las reglas de Bangkok, que fueran aprobadas por nuestro país. El control se realiza a través de oficinas de 
supervisión de libertad asistida, y trabajamos en conjunto con el Patronato Nacional de Encarcelados y 
Liberados. Lógicamente, también tiene que fortalecerse. 


Con relación a madres con niños, hasta el día de hoy, los Jueces no aplicaban lo establecido en la Ley de 
Humanización por falta de garantías a esa reclusión domiciliaria. Desde la creación de la Oficina, solamente 
se aplicó a unos siete u ocho casos en los que se dieron las garantías, a través de estos controles, de que estas 
mujeres estaban actuando con responsabilidad y cumpliendo absolutamente con las decisiones de los señores 
Magistrados. En esos casos, había otros niños pequeños aparte de los que habían nacido en prisión, y, 
realmente, se recomendaba la permanencia de la madre en el domicilio. Algunos Jueces accedieron, porque 
era terrible que a los tres meses del nacimiento del niño, la madre retornara a prisión, dejando a otros niños 
de uno, dos o tres años, otra vez, en situación de gran vulnerabilidad. 


La situación de los niños privados de libertad realmente nos preocupa, porque, por más que hayamos creado 
un centro penitenciario con perspectivas de género en el que tienen una asistencia médica integral a través de 
ASSE y con un nivel de bienestar importante al lado de la situación realmente lamentable que estaban 
viviendo en Cabildo, no deja de ser una prisión. 


Al día de hoy, en lo que refiere a mujeres y niños, nosotros no hemos construido ningún centro penitenciario 
de infraestructura de acuerdo con los estándares internacionales, sino que hemos adecuado espacios físicos 
para mejorar, de alguna forma, la situación. De todos modos, todavía no hemos llegado al ideal, que son las 
infraestructuras adecuadas. 


Hace unos años, invitados por ILANUD, que es el Instituto Latinoamericano de las Naciones Unidas para la 
Prevención del Delito y el Tratamiento del Delincuente, nos reunimos Directoras de centros penitenciarios 
femeninos, Directores Nacionales y Comisionados Parlamentarios de todos los países de Latinoamérica y 
América Central, y hemos evaluado y puesto sobre la Mesa los cinco problemas fundamentales que teníamos 
en nuestros países. De ahí, surge que el problema primario son las infraestructuras, que no son las adecuadas 


para trabajar; luego, está el tema de la capacitación del personal y la relación numérica que tiene que existir 
entre personal y operadores penitenciarios y la población reclusa. Eso es fundamental. 


En este momento, a través del Ministerio del Interior y del Instituto Nacional de Rehabilitación, se han 
introducido cambios muy importantes. Ya nos hemos constituido en mesas de trabajo con el Patronato 
Nacional de Encarcelados y Liberados, que está tomando como cometido la parte educativa y laboral, y con 
todas las áreas trabajando en un plan y en una aplicación de trabajo. De todos modos, tenemos un problema 
muy serio, porque en estos últimos años, la realidad de la sociedad se ve reflejada más aun dentro del sistema 
penitenciario. 


Tenemos una población sumamente joven, con serios problemas de adicción y sin ningún tipo de tratamiento 
de salud mental. Frente a esta problemática, lo único que nos queda es la aplicación de una sanción por una 
conducta de la cual no son directamente responsables, porque no están recibiendo el tratamiento que 
realmente necesitan. 


Para que un sistema penitenciario sea eficiente y eficaz, tanto para hombres como para mujeres, tiene que 
existir un verdadero equilibrio entre seguridad, control y respeto de los derechos humanos. Si hablamos de 
derechos humanos, nos referimos a tratamientos, a educación y a trabajo. Si en las cárceles no nos ocupamos 
del ocio de las personas; si las mujeres privadas de libertad dentro de la prisión no pueden estar ayudando a 
sus hijos que están afuera son miles, es la tercera generación de nuestro país, ellas vuelven a reincidir en el 
delito. Si nosotros, desde el adentro, no las apoyamos en la posibilidad de capacitación y de tener trabajos 
reales al momento de su libertad, no les queda otra opción que volver a delinquir. 


Ahora, me está ocurriendo que las internas están pidiendo hablar conmigo para que le pida al señor 
Magistrado que no les vaya a otorgar la libertad, porque tienen terror de pasar el invierno en situación de 
calle. Eso no nos puede ocurrir. 


Por otra parte, nosotros no nos podemos olvidar de la víctima secundaria del delito, que es el niño que está 
fuera de la prisión. El que está adentro, recibe comida y atención médica; a pesar de la situación de privación 
de libertad, hay necesidades básicas que están satisfechas. Sin embargo, para los niños que están afuera, no 
hay una respuesta real de la organización competente. La solución no es institucionalizar al niño en la prisión 
o en INAU; es ver aquella familia, aquel vecino o aquel pariente que realmente quiere al niño, hacer un 
monitoreo y apoyarla. 


Hay abuelas, internas, que han decidido delinquir ellas para que las madres permanezcan con los niños; 
estamos hablando de veinte niños pequeños en un solo hogar, en situación de pobreza total y absoluta. Hasta 
el día de hoy, hemos paliado algunas situaciones a través de canastas que nos vienen de la Iglesia de la 
Congregación del Buen Pastor, pero esto no puede ser así. Tiene que ser una respuesta de una política 
institucional y nacional a estos niños en total situación de vulnerabilidad. 


La Mesa viene tratando este tema desde hace años y no hemos obtenido respuesta. Yo estuve en una reunión, 
en las Naciones Unidas, aquí, en Uruguay, y lo planteé como una situación de emergencia. Uno de los temas 
tratados en la reunión era la situación de los niños como población vulnerable. Dentro de ellos, requieren un 
capítulo especial los hijos cuyas madres están privadas de libertad. 


La mayoría de estos niños no conocen a sus padres; todo lo que tienen son sus madres, esas madres que, 
desde la prisión, tienen que resolver los problemas y que, a veces, lo hacen de la forma equivocada, pero los 
niños tienen que comer. También es cierto que hay toda una problemática tras estos niños; son 
indocumentados y con situaciones muy especiales. Pero automáticamente, al momento en que esa persona 
ingresa a prisión, alguien tiene que ser el disparador para una respuesta inmediata y urgente a esta situación. 


La población cada vez es más difícil. 


No estuve durante un año y medio, y ahora, he tenido que enfrentar nuevamente esta situación. Estoy 
haciendo trabajo de campo, tratando de volver a unir las familias. Hay una población de 336 internas 
solamente en Cabildo, y el 70% son chicas adictas y consumidoras sin un tratamiento real, en situación de 
calle, sin ningún tipo de apoyo familiar; no tienen por qué, para qué y por quién vivir. Para ellas, la vida y la 
muerte no significan nada. Se flagelan, se cortan hasta el hueso, se despellejan vivas y no sienten dolor. Es el 
único mecanismo de defensa que tienen para llamar la atención, inclusive, a sus propios pares. 


Considero que para seguir evitando este tipo de situaciones, tenemos que planificar para mantener unidas a 
estas familias, y entender que la institución policial o penitenciaria, solas, no pueden, que ellos tienen que 
ayudar en este proceso de cambio. Pero, a veces, tienen que elegir entre comprar un litro de leche o pagar el 
boleto para venir a ver a sus hijas. 


La agresividad que ellas están teniendo en este momento, realmente, es muy alarmante; inclusive, no solo la 
vuelcan hacia ellas, sino también hacia sus pares y hacia los operadores penitenciarios, que estamos en 
permanente riesgo y en una situación muy difícil. 


Hay integrantes de la Mesa que realmente están dando respuesta inmediata, pero desearíamos que algún otro 
organismo se una a nosotros y nos dé una respuesta inmediata. Me refiero, puntualmente, al Ministerio de 
Desarrollo Social MIDES, que lo estamos necesitando. Consideramos que debemos que hacer una 
planificación de tratamiento, netamente operativa, porque dentro de los centros penitenciarios, no podemos 
perder el principio de autoridad, pero tampoco la sensibilidad ante determinadas situaciones, que si las 
comprendemos y apoyamos, obtendremos otro tipo de resultados. En este momento, lo que más pide la 
población reclusa es tratamiento y trabajo. En cuanto al estudio, estamos de acuerdo con lo que se está 
haciendo; se realizaron convenios con educación secundaria para cursar estudios terciarios, etcétera. El 
estudio no es el problema. 


El problema real ahora es obtener respuestas de trabajo y de tratamiento. ASSE, que aún no se ha hecho cargo 
de la salud de las mujeres en Cabildo, va a dar una respuesta inmediata dentro de dos semanas, con un primer 
equipo de salud mental. Pero no tenemos un lugar de internación para estos casos tan puntuales. Hay chicas 
que realmente necesitan tratamiento con internación, es decir, ser tratadas, como verdaderas pacientes con 
una problemática crónica o de adicción, en determinados lugares, y no dentro de la prisión. ¿Por qué? 
Porque, de lo contrario, a otras señoras que no consumen drogas, que les ha pasado un hecho puntual en su 
vida, las estamos sometiendo a un castigo adicional a la pena privativa de libertad por la convivencia con este 
tipo de pacientes. 


Hay problemas que son reales, básicos, y tenemos que resolverlos cuanto antes. Lo que estoy planteando 
ahora lo he planteado desde el comienzo; siempre estoy repitiendo exactamente lo mismo. Le he dedicado mi 
vida al sistema penitenciario femenino; llevo treinta y tres años sin moverme de allí, y veinte años 
ininterrumpidos en Cárcel de Mujeres. Por lo tanto, tengo muy claro y muy identificado el problema. Pienso 
que atacando el problema real, es como vamos a evitar seguir perdiendo chicas jóvenes que se eliminan en 
prisión o situaciones de extrema violencia como ocurren permanentemente. 


Estos hechos se desencadenan por cualquier disparador a raíz de la situación que acabo de plantear. Además, 
cualquier cosa que ocurra con sus niños afuera, de inmediato, se la comunican a la persona que está en 
prisión, que tiene que resolver todo. Entonces, cuando ve que no puede y no tiene respuesta, debido a su yo 
frágil, su reacción puede ser querer autoeliminarse, lastimar a una compañera o, directamente, a cualquier 
operador penitenciario. 


SEÑORA LAINO.- Con relación al anteproyecto, seguramente, tendremos que clarificar muchos 
aspectos. Estamos dispuestos a concurrir las veces que sea necesario para hacer aportes e incorporar 
las correcciones que puedan surgir. 


En cuanto a lo que decía la señora Hermida, considero que ha quedado muy claro cuáles son las necesidades 
tanto de la mujer privada de libertad con niños dentro del establecimiento como de la que los tiene afuera. 
Está claro que este anteproyecto tiende a dar solución a esa situación. Hay otras herramientas que están 
siendo solicitadas, y la Mesa está tratando de cubrir de alguna forma esas situaciones. Por ejemplo, en lo que 
tiene que ver con prestaciones de la seguridad social, estamos trabajando en conjunto con el Patronato para 
facilitar los trámites a la mujer privada de libertad que tiene hijos fuera del establecimiento. La Mesa está 
trabajando en ese sentido. Sin duda, falta mucho más, y habría que formalizarlo para que el trabajo sea más 
circular y efectivo. 


SEÑORA LAURNAGA.- Antes que nada, quiero manifestar que lamentablemente a la hora 11 me 
tengo que retirar. 


Quiero decirles a ustedes que tengan la total seguridad de que en este tema van a contar con nosotros esto que 
digo representa a todos mis compañeros hoy presentes y a quienes no pudieron estar, en la medida de lo 
posible. Creo que deberíamos tener una discusión para tomar algunas decisiones más pragmáticas en el seno 
de la Comisión. 


Estamos en un contexto político en el que se está trabajando, amplificando, dramatizando y, a veces, 
respondiendo con realidad no voy a hacer una valoración en todos los temas de seguridad ciudadana, de los 
adolescentes y las adolescentes infractores, y parece que tuviéramos solo un problema en el país. En ese 
contexto político, mi fuerza política se compromete a ampliar esta visión tan punitiva y tan segmentada de la 
delincuencia. 


Parece que el problema está localizado en los adolescentes y las adolescentes que sí es un problema, pero son 
solo trescientos cuarenta los más peligrosos, cien los extremadamente peligrosos. y parece que ese es el gran 
problema de la sociedad y del sistema penitenciario. Es un tema que hay que atender, y que se está 
atendiendo sobre la base de un acuerdo multipartidario. 


En este sentido, ha sido muy importante el acuerdo entre todos los partidos a que se legó hace unos días para 
aprobar el proyecto de ley de creación del Instituto de Responsabilidad Penal Adolescente, pero creo que es 
un momento político adecuado para visualizar inequidades que tienen que ver con la reproducción de 
problemas de exclusión, de transgresión a la ley y, por lo tanto, es responsabilidad de todos ahora, no 
después. 


Lamento que esta reunión tenga que terminar, pero, seguramente, con la señora Presidenta, acordaremos una 
metodología pragmática que nos permita, por lo menos, utilizar este momento político para dar a este 
problema la visibilidad que no tiene. 


Reconocemos el heroico trabajo que ustedes realizan. No sé cómo aguantan ese tipo de situaciones. Cuidar a 
los cuidadores con muchas de ustedes, hemos trabajado en ese tema es un drama del sistema público. Por eso, 
el sistema de cuidados es una necesidad en este país. Estamos comprometidos en profundizar en ese sentido. 
Cuidar a los cuidadores y cuidadoras es algo que en este país nunca se hace. El desgaste personal, 
económico, emocional e institucional inequitativo que hay en la sociedad para atender algunos de los 
problemas, es enorme. 


Por lo menos, en el actual momento político, es posible tener mayor capacidad de penetración en los medios 
que antes, y deberíamos pensar en cómo trabajar sobre la visibilidad del tema, además de avanzar en el 
proyecto. En ese sentido, me gustaría saber cuándo nos pueden acercar el material que la señora Presidenta 
les solicitó. 


SEÑOR GARCÍA.- No vamos a hacer un análisis de la situación carcelaria, ya que ha sido muy bien 
descrita por todos ustedes. 


Creo que todos los partidos políticos estamos tratando de colaborar en la mejora de esta atrocidad que es el 
sistema carcelario, tanto masculino como femenino. Quizás las respuestas que estamos dando no son las que 
se esperan o no están surgiendo con la velocidad que con justicia se está demandando, porque estas medidas 
tienen que ser tomadas en forma inmediata. 


Como bien dijo la señora Diputada preopinante, hay acuerdos interpartidarios en los que se está trabajando y 
propuestas de todos los partidos con la intención, no de magnificar el problema, sino de atacarlo 
radicalmente. Creo que eso estamos todos de acuerdo. 


Voy a solicitar algunos datos y opiniones, a los efectos de tener elementos para trabajar en este proyecto. 


Quisiera saber cuál es el índice de reincidencia de las mujeres, una vez que son liberadas; cuál es el número 
de procesadas por tráfico de estupefacientes, un tema que está golpeando duramente lo vemos todos los días, 
y cuál es el número de reincidencia de esas mujeres que trafican. 


Asimismo, me gustaría conocer la opinión que tiene la Mesa sobre el monitoreo electrónico en la población 
con arresto domiciliario. Sabemos que tiene un costo, así como sus pro y sus contras. En este caso, quizás, se 


podría hacer una experiencia piloto con las procesadas con hijos y con las embarazadas, que constituyen un 
grupo bastante pequeño de población, y ver qué resultados da. 


Finalmente, quiero poner a la delegación en conocimiento de que en el departamento de Lavalleja yo soy de 
allí se está trabajando en el nuevo establecimiento penitenciario, Campanero; hay una nueva cárcel de 
mujeres, y queremos dejar constancia de que, a nuestro entender, este modelo está dando su resultado y 
puede ser un modelo a seguir. Lo hemos visitado en varias oportunidades, y vimos que, por más que integra 
el complejo Campanero, donde también están recluidos los varones, hay un amalgamiento entre los dos 
sistemas. Inclusive, creo que hay parejas de procesados que se llevan muy bien, lo cual ayuda a visualizar un 
futuro detrás de los muros, que es uno de los grandes problemas. 


Esta cruda realidad es responsabilidad de todos. 


SEÑOR PUIG.- Quiero reconocer sinceramente el trabajo que viene haciendo la Mesa Coordinadora 
de Mujeres Privadas de Libertad. Al ver el desarrollo de la lista de quienes participan allí, se puede 
afirmar que hay un involucramiento por parte de las instituciones del Estado, privadas y demás. 


Al mismo tiempo, ustedes mismos señalan que, de 2006 hasta ahora, ha cambiado poco la situación en cuanto 
a las condiciones de reclusión de las mujeres privadas de libertad y que su número se ha duplicado. 


Entiendo que se está haciendo un esfuerzo importante por parte del Estado y en la coordinación de las 
voluntades políticas de los distintos partidos. Ahora: es absolutamente claro que el Estado uruguayo sigue 
violando sistemáticamente los derechos humanos de la inmensa mayoría de los presos del país, hombres y 
mujeres. Y tal vez lo que ustedes aportan ayude al Parlamento a comprender que, si no hay un esfuerzo 
sostenido, si no hay cambios sustanciales en todo el sistema carcelario, lo que hablamos diariamente sobre la 
seguridad y la violencia en la sociedad va camino a recrudecer. 


Muchas veces, se habla del aumento de las penas como medidas que traerían la solución a esta problemática, 
pero, en realidad, salvo que se piense en recluir en forma perpetua y transformar las cárceles en depósitos de 
seres humanos, esas personas van a volver a la sociedad. Las condiciones en las que vuelvan van a depender 
del conjunto del Estado, de cómo va logrando revertir una situación de violación sistemática de esos 
derechos. 


Aquí se plantearon casos de autoflagelación y demás de parte de jóvenes que no tienen otra perspectiva, 
como forma de manifestar su disconformidad con una sociedad, con el ámbito familiar y demás. ¿En qué 
condiciones se pueden reinsertar en la sociedad esas jóvenes? Si no damos una batalla a fondo en ese tema, 
me parece que estamos violando los derechos humanos y agudizando la problemática de la sociedad. 
Después, no hay eslogan ni títulos de diarios que resuelvan esa situación de manera mágica. 


Entonces, quisiera saber cuáles son los diferentes actores a nivel estatal, qué puede hacer esta Comisión o el 
Parlamento. Se habló del papel que podrían jugar el MIDES estoy seguro de que viene trabajando en ese 
tema, pero también de que se puede hacer más, el Ministerio de Salud Pública, el Parlamento en los temas de 
legislación. Se habló del anteproyecto elaborado, de modificaciones en cuanto a la relación de las madres que 
están en prisión con sus hijos, se mencionó la edad, la forma de relacionamiento. También me parece que en 
el conjunto del sistema judicial uruguayo, se está recurriendo poco a las penas alternativas, y eso está dando 
como resultado una situación de hacinamiento que empeora la situación. 


En resumen: quisiera que nos dijeran cuáles son los deberes con los que esta Comisión puede quedarse para 
dar una mano. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero recalcar la validez y la importancia de haber convocado a esta 
delegación, y agradecer la respuesta de todas ustedes por haber hecho un planteo desde distintas 
ópticas, pero, al mismo tiempo, desde la visión sintetizadora de la Mesa, focalizando en algunos de los 
puntos que son más importantes y que requerían ser resaltados hoy, porque me consta que la Mesa 
trabaja sobre muchas cosas más. 


También quería mencionar que en el Parlamento tenemos una Comisión de la Asamblea General, que es la 
Comisión Especial para el Seguimiento de la Situación Carcelaria. Esta asesora realiza un seguimiento de 


esta situación pero no legisla. Para algunas cosas el intercambio en ese ámbito puede ser muy útil, porque la 
Comisión está integrada por Diputados y Senadores, pero a los efectos de la legislación no lo es, porque 
como ustedes saben, se legisla a través de las dos Cámaras. Entonces, quisiera plantear la posibilidad de 
generar un grupo de trabajo que analice el anteproyecto y concluya si es factible que se transforme en un 
proyecto de ley. Digo esto porque podemos hablar de un anteproyecto durante año, pero si no se le estampa la 
firma de los legisladores nunca va a llegar a ser un proyecto. 


Por tanto, como dije, me gustaría hablar de la posibilidad de establecer algún ámbito para trabajar en ese 
sentido o para que que, en algún momento en particular, el subgrupo de trabajo de la Mesa que está abocado 
a la elaboración de este anteproyecto y a las modificaciones que fueron señaladas pueda mantener un 
intercambio con las legisladoras y los legisladores de esta Comisión a los efectos de ir avanzando o 
poniéndonos de acuerdo en presentar un proyecto y no quedarnos en el anteproyecto, que ya tiene algunos 
años de elaboración. 


Por otro lado, la Comisaria Margarita Hermida planteó dificultades específicas de la población femenina 
reclusa. Ella manifestó que el 70% de la población reclusa de Cabildo está compuesto por mujeres adictas, lo 
que genera una dificultad que se suma a la vida dentro del sistema carcelario. Creemos que esto no solo 
amerita una reflexión, sino también la implementación de acciones y nosotros desde el Parlamento veremos 
si podemos colaborar para que se lleven adelante. 


No voy a reiterar lo que manifestaron las integrantes de la delegación, porque lo comparto. Ustedes hablaron 
de la situación de los niños y de otras dificultades, lo cual tratamos de minimizar, pero sigue siendo un 
problema. Los niños no tienen que estar presos porque las mamás estén privadas de libertad. Sabemos que es 
una situación que se origina como consecuencia de ese hecho, pero no debería ser así. Sin duda, las 
alternativas que se buscan tratan de ser las mejores, pero no son óptimas, y tendremos que seguir avanzando 
en eso. 


Por otro lado, aquí también se habló y se hizo alguna pregunta sobre los mecanismos electrónicos. En ese 
sentido, quisiera que el anteproyecto que ustedes elaboraron y que conozco por eso se los pedí sea 
incorporado a la versión taquigráfica para que forme parte ella y adquiera el carácter institucional que no 
tiene. También quiero decir que se está trabajando a nivel del Ministerio del Interior en la eventual utilización 
de los mecanismos electrónicos, principalmente en dos áreas: en el de violencia doméstica y en el de prisión 
domiciliaria. La utilización de estos sistemas electrónicos no solo depende de la voluntad de su aplicación, 
sino también de la verificación de su eficacia y eficiencia, y por ello estamos trabajando en el tema. 


En ese sentido, quisiera comentar que estuve en la ciudad de La Plata, en un centro muy particular de 
privación de libertad y que se inauguró hace poco tiempo. En esa ocasión asistí a un programa que se llama 
"Casas por cárceles", que es sumamente interesante. También recogí la experiencia que adquirieron en esa 
ciudad sobre los mecanismos electrónicos, que no fue demasiado buena. De todos modos, nos dieron las 
pautas por las que dicha experiencia no fue tan buena para que no repitamos errores que pueden ser 
subsanados, ya que otros aplicaron estos mecanismos y supieron detectar las dificultades. Por ejemplo, 
actualmente Costa Rica tiene a consideración de su Parlamento un proyecto de ley en este sentido. Además, 
en ese país se va empezar a utilizar el sistema de pulseras y tobilleras electrónicas, lo cual se logró a través de 
algunos convenios que llevaron a cabo. Estas pulseras y tobilleras son de diferentes formas y ahora no vale la 
pena entrar en detalles, pero lo que quiero decir es que se ha desmitificado la utilización de los sistemas 
electrónicos, que se consideraban violatorios de los derechos humanos. En realidad, si se le pregunta a una 
persona qué prefiere, si tener puesta una pulsera o una tobillera o estar dentro de una prisión, creo es obvia la 
respuesta, ya que creo que se vulneran menos los derechos humanos con la utilización de un mecanismo 
electrónico que estando en prisión, siempre y cuando el delito cometido así lo amerite. 


Si bien esta Comisión Especial de Género y Equidad toca muchos temas, no solo los vinculados a la 
privación de libertad, creímos que no podía estar ajena a esta situación y debía recibir una visión y una 
mirada de la Mesa al respecto, dado que para nosotros su opinión sigue siendo sumamente importante, 
máxime teniendo en cuenta la materia que tenemos que resolver en esta asesora, que trata temas de género y 
equidad. 


SEÑORA HERMIDA.- No tengo el número exacto de procesadas y penadas, pero puedo decir que la 
reincidencia de las mujeres está dada por delitos menores y los cometen principalmente las que 


consumen drogas. 


La mayoría de las mujeres privadas de libertad están procesadas por los artículos 31 y 34 de la Ley N* 
14.294. La mujer jefa de familia está viviendo de la venta de estupefacientes; la captan como población 
vulnerable y la utilizan con estos fines. Inclusive, muchas mujeres jóvenes han dejado de ejercer la 
prostitución porque se están dedicando a la venta de droga. Reitero que la reincidencia de las mujeres adictas 
se da en los delitos de hurto, tentativa de hurto o delitos menores. Esto sucede porque no recibieron 
tratamiento ni apoyo mientras estuvieron privadas de libertad ni cuando salieron de la cárcel. Entonces, 
vuelven a caer y, como están situación de calle, cometen el delito solamente para consumir droga. 


SEÑORA GILET.- Se nos pidieron cifras discriminadas y quiero decir que en la oficina del 
Comisionado Parlamentario se está manejando una cifra que nos interesa remarcar con respecto a 
mujeres privadas de libertad. Los números con los que contamos son del año pasado, porque los de este 
año todavía se están procesando. Por tanto, a fines del año, de acuerdo a esos números, notamos un 
incremento de la población privada de libertad de un 10% anual. Asimismo, el incremento de las 
mujeres privadas de libertad es de un 15%, contra el 10% de la población general. Entonces, lo que 
vemos es que, si bien el 10% mencionado incluye mujeres y hombres, el porcentaje de mujeres 
privadas de libertad ha aumentado. Ese es un dato muy significativo, y resumiría el enfoque que 
estamos tratando de hacer para privilegiar el tema de las mujeres privadas de libertad. En realidad, 
estamos hablando de pocas mujeres, porque en el porcentaje total no llegan a ser mil, pero debemos 
advertir que el número está subiendo, y lo quería remarcar. 


SEÑORA LIMA.- Se habló del porcentaje que maneja el Comisionado Parlamentario para el Sistema 
Carcelario, y creo que es muy importante como miran ustedes, en la Comisión de Género y Equidad, la 
reincidencia. En realidad, la reincidencia no se puede mirar fuera de contexto. Entonces, el número 
que plasma cuántas mujeres reinciden y cuántas no, no alcanza. Tal como se señalaba aquí, ha habido 
un aumento en el procesamiento de mujeres vinculadas a delitos de narcotráfico, pero quiero señalar 
que la mayoría de esos delitos como decía la Comisaria Hermida tienen, como mínimo, penas de 
prisión. Por lo tanto, podrían ser procesadas sin prisión. Lo que ocurre es que hay un discurso tan 
fuerte disculpen por lo que voy a decir; sé que va a quedar en la versión taquigráfica, pero me voy a 
tomar la licencia de hacerlo, que a veces no sé si es mal intencionado o desconocedor. No se sabe qué es 
la seguridad ciudadana y por dónde pasa y qué es lo que está ocurriendo con estas mujeres, que son 
apenas mil, y también con los varones, porque no debemos ser los más malos de América Latina como 
para tener un índice de "prisionización" tan alto. Hay que preguntarse si estas mujeres deben ir a 
prisión o si, como se trata de drogas, siempre se castiga con prisión. Además, el discurso público de 
peligro, de delito grave, impide la salida. De modo que quiero destacar que el índice de reincidencia 
debe ser analizado en ese contexto, porque obviamente si no tienen otra salida, ya que el sistema no 
responde ni adentro ni afuera, no podemos hablar de reincidencia por "culpa" entre comillas de las 
mujeres presas. 


También me parece muy importante lo que se señaló acerca del esfuerzo sostenido y sustancial. Creo que se 
debe entender la responsabilidad internacional del Estado uruguayo desde ese punto de vista. Una vez que 
una persona está presa, el garante es el Estado uruguayo, por lo tanto, tiene responsabilidad por lo que ocurra 
y responde internacionalmente. Todos sabemos qué quiero decir con esto. 


Asimismo, me parece que los actores que se mencionaron, como los Ministerios de Desarrollo Social y de 
Salud Pública y el INAU son clave en cuanto a la atención. También lo es la Comisión de seguimiento, 
porque el Estado tiene la obligación de reportar las situaciones de las personas privadas de libertad. Uruguay 
va a tener que hacerlo, de acuerdo con lo que planteó el relator de Naciones Unidas, Manfred Nowak. Este es 
un dato relevante que no podemos ignorar y que también se aplica a otros comités de seguimiento como el de 
derechos humanos. 


En consecuencia, en nuestra opinión creo que en la Mesa coincidimos con esto el tema de la seguridad es 
central para las cárceles. Me preocupa manejar la reincidencia porque puede llevarnos a pedir tanta seguridad 
y asegurarnos tanto de que no va a haber reincidencia, que se torna imposible. Además, frustra cualquier 
medida que podamos tomar porque falsea el problema y la solución. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Quiero hacer algunos aportes en cuanto a los puntos focalizados en los que 
la Mesa está trabajando. Además, quiero agradecer la invitación, especialmente a la señora Presidenta 
ya que siempre nos ha apoyado y acompañado. 


Me quiero referir a lo que planteó la señora Hermida en cuanto a las personas que están ingresando al sistema 
penitenciario como consecuencia del consumo de drogas, es decir, al consumo problemático o las adicciones 
a las drogas. En la Administración anterior se trabajó dentro de las cárceles, tanto en COMCAR como en 
Cabildo y también en Molino, pero fueron pequeños dispositivos de tratamiento segmentados, focalizados y 
piloto. Por lo tanto, como planteó la señora Hermida, falta un centro más amplio e integral del tratamiento de 
las adicciones, es decir, un centro integral para el tratamiento, rehabilitación y reinserción social para las 
personas adictas a las drogas. También debemos pensar que el consumo problemático ya está en una instancia 
que tiene un patrón adictivo y las personas reinciden porque llega un momento en que, si no tienen 
tratamiento, el contexto sociofamiliar, socioeconómico, sociolaboral, socioacadémico y socio-estudiantil deja 
de existir y solo les importa conseguir las drogas que necesitan consumir en ese momento para bajar su 
ansiedad. 


Esta problemática ya fue planteada en 2007 y va en aumento. Si bien todos los actores sociales están 
comprometidos y seguimos trabajando en el tema, pienso que hay que plantearse la creación de un centro de 
tratamientos para el sistema penitenciario. 


SEÑORA MESA.- Yo provengo de la sociedad civil y eso me da libertad para decir ciertas cosas a título 
personal. 


Considero que la infraestructura no tiene que ver con lo económico, sino con lo político., A pesar de que 
podemos mostrar legitimidad, un mayor trabajo, una mayor participación y de que la lista de actores 
institucionales en la Mesa se va ampliando, el tema de la violación sistemática de los derechos humanos 
demuestra que la infraestructura es política y que, aunque nos sentemos a conversar, si no hay voluntad 
política las cosas no se logran. 


Ana Lima mencionó a Manfred Nowak y cómo su presencia significó la toma de varias medidas. A mí me 
resulta triste que tenga que venir una persona del exterior a decir algo que Margarita Hermida está diciendo 
desde hace muchos años y en lo que la Mesa viene trabajando al igual que otros cuatrocientos actores 
uruguayos, para que el Ministerio de Desarrollo Social ceda una casa y se construya Molino para que las 
mujeres tenga un espacio, que además es un parche porque allí hay solo treinta mujeres cuando son 
cuatrocientas las que estarían comprendidas por la ley. 


Entonces, por un lado tiene que haber voluntad política y en eso los legisladores tienen un rol importante que 
cumplir. 


Por otra parte, más allá de los cambios legislativos que se puedan impulsar, también hay que tener en cuenta 
el cambio cultural. Digo esto en el sentido de que somos todos responsables y cada vez que nos ponen un 
micrófono adelante tenemos la responsabilidad de decir cosas adecuadas y debemos reflexionar sobre lo que 
estamos diciendo. Además debemos pensar qué estamos generando cuando se permite que las cámaras 
ingresen a un establecimiento penitenciario y el encargado de un espacio del COMCAR señala con el dedo y 
dice quiénes son los presos para que el "Nano" Folle responda "Qué bueno", mientras todos lo vemos en la 
televisión. ¿Qué es esto? ¿Qué está pasando? ¿Cómo es que no se puede trabajar con los medios de 
comunicación, al punto de que en este momento, con el tema de la seguridad y de las personas privadas de 
libertad, están destrozando la opinión pública? Este es un tema fundamental y creo que los legisladores 
pueden tener incidencia al respecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradezco que nos hayan visitado. Pido disculpas porque ha mermado el 
quórum, lo que pasa es que tenemos otros compromisos legislativos que cumplir. 


Reitero que queremos adjuntar a la versión taquigráfica el anteproyecto y algunas consideraciones que 
dijeron que tenían por escrito. 


Seguramente no será la última vez que nos encontremos en un ámbito de trabajo. 


(Se retira de Sala la delegación de la Mesa de Trabajo sobre Mujeres Privadas de Libertad) 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


